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CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES DE LA REUNIÓN PREPARATORIA DE LA SOCIEDAD CIVIL PARA LA SEGUNDA REUNIÓN DE AUTORIDADES NACIONALES EN MATERIA DE TRATA DE PERSONAS
3 y 4 de marzo de 2009

Washington, D.C.

Nosotras y nosotros, integrantes de organizaciones de la sociedad civil de las Américas, participantes en la reunión preparatoria de la sociedad civil para la Segunda Reunión de Autoridades Nacionales en materia de Trata de Personas
/, convocada por la OEA, reunidos en la ciudad de Washington, D.C., los días 3 y 4 de marzo de 2009, suscribimos el presente documento de análisis de situación y recomendaciones para consideración de las Autoridades Nacionales en la reunión a celebrarse en Buenos Aires, Argentina del 25 al 27 de marzo del presente año. 

Avances y Buenas Prácticas:

· Reconocemos el arduo trabajo de distintas organizaciones de la sociedad civil y organismos multilaterales a través del cual se ha logrado posicionar frente a los Estados a la trata de personas  como un delito y no como un fenómeno aislado.
· Reconocemos que algunos Estados han hecho esfuerzos por mejorar sus marcos normativos contra la trata de personas, lo cual ha permitido obtener, en algunos países, resultados en la persecución del delito. 
· Destacamos que existen avances en el reconocimiento por parte de algunos países de la relación entre la trata de personas y el crimen organizado.
· Resaltamos que la utilización de la técnica de investigación de mapeo geográfico y social del delito de trata de personas ha probado ser, en algunos países, una buena práctica para fortalecer la capacidad del Estado para afrontar éste delito.
· Destacamos la importancia del Protocolo de Palermo, y otros instrumentos internacionales, como catalizadores del trabajo para enfrentar el delito de la trata de personas.
· Destacamos la existencia, en algunos países, de políticas públicas y planes nacionales en cuanto al combate a la trata de personas.
· Reconocemos los esfuerzos y el importante rol de los organismos internacionales en la creación de estrategias de coordinación bilateral y multilateral, además de la realización de mayores estudios e informes sobre la temática.
· Reconocemos los avances logrados por algunos Estados en la capacitación  de funcionarios claves en la lucha contra la trata de personas.
· Reconocemos la existencia de algunos referentes del sector público capacitados y comprometidos en el combate a la trata de personas.
· Destacamos que, algunos Estados, han reconocido la importancia de coordinar esfuerzos entre las instituciones del Estado entre sí, y entre éstas y la sociedad civil, y que han implementado mecanismos de coordinación interinstitucional e intersectorial para la lucha contra la trata de personas.
Desafíos y Recomendaciones Generales/Transversales:

1. En la lucha contra la trata de personas debe prevalecer un enfoque de Derechos Humanos y perspectiva de género, y no sólo de combate al crimen organizado. Asimismo, en el centro de toda política debe estar el ser humano, su dignidad y la restitución de sus derechos.

2. Es necesario establecer un sistema de monitoreo y evaluación de desempeño institucional de lucha contra la trata de personas, con indicadores verificables de tipo estructural, de proceso y de resultados, en temas de prevención, protección, asistencia y restitución de derechos de las víctimas, y de persecución del delito, con criterios de eficacia, eficiencia, efectividad e impacto.

3. La voluntad política de los Estados en la lucha contra la trata de personas se mide no sólo en la formulación de leyes y programas, sino también en los recursos destinados para su aplicación efectiva.

Desafíos y recomendaciones que se presentan en las áreas de: persecución del delito de trata de personas, administración de justicia y estrategias de cooperación internacional y de fortalecimiento institucional:

1. Existe una notable falta de condenas a tratantes. Se debe asegurar una mayor adecuación a las disposiciones del protocolo de Palermo, y otros instrumentos internacionales de protección a los derechos humanos, en la tipificación del delito de trata de personas, particularmente en cuanto a: a) tipificar la trata interna; b) ampliar el marco jurídico penal ya existente a uno integral con perspectiva de género; c) tipificar todas las manifestaciones de la trata de personas -incluyendo la trata con fines de explotación laboral-;  d) No condicionar la protección de la víctima a su colaboración en la investigación y el procesamiento del delito; e) Fortalecer las penas; f) Considerar el comiso y decomiso de bienes frutos del ilícito y destinarlos a un posible fondo de reparación.

2. Las prácticas de persecución y sanción se aplican sólo en los niveles inferiores de las redes criminales. Se debe tomar en cuenta la complejidad del delito en cuanto a organización, recursos disponibles, y relación con otros delitos: narcotráfico, lavado de dinero, delito cibernético, falsificación de documentos, fraude de visas, etc. 

3. Se debe generar mayor eficacia y un adecuado monitoreo en la implementación de acuerdos bilaterales y multilaterales.  Los marcos legales en el hemisferio deben ser homogenizados a través de una ley marco que responda a los estándares establecidos en el Protocolo de Palermo.

4. Generar mayor cooperación, colaboración y diálogo entre las organizaciones no gubernamentales y los gobiernos, mediante la implementación de mecanismos para fortalecer las redes existentes, así como lograr mayor eficacia en su trabajo en conjunto, es un desafío pendiente.
5. Se deben mitigar los factores culturales como la alta tolerancia y doble moral relacionada a la “demanda”, que facilitan la persistencia de este delito dentro de nuestras sociedades. Es importante criminalizar la demanda de bienes y servicios obtenidos mediante la explotación de las personas. 

6. Con respecto a la responsabilidad de las empresas, se debe: a) Incorporar medidas de regulación, control y sanción para empresas proveedoras de tecnología de la información y comunicación (TICS) que faciliten o integren parte del circuito de la trata de personas en sus diferentes fases: captación, explotación, venta, coacción y/o amenazas. b) Establecer responsabilidad penal y civil para empresas que permiten el uso de su actividad comercial para la facilitación del delito. 

7. Los procesos de sensibilización y formación deben ser institucionalizados, y se deben crear protocolos de actuación para los operadores de justicia, bajo códigos de ética y de conducta con un enfoque transversal de derechos humanos y género.
8. Se debe mejorar la coordinación entre gobiernos centrales y locales, mediante el establecimiento de memorandos de entendimiento y convenios de cooperación u otros mecanismos de articulación para el fortalecimiento de la persecución del delito y la protección de las victimas.

9. La asignación de recursos económicos, materiales y humanos para la prevención y el procesamiento de la trata de personas debe ser incrementada para garantizar la cobertura y sostenibilidad de los esfuerzos.

10. Existe poca información confiable sobre la magnitud del delito. Deben crearse sistemas nacionales y regionales de registro y seguimiento de casos de trata de personas. 
11. La investigación científica como herramienta importante en la persecución del delito debe ser fortalecida, dada su complejidad y dinamismo. 

Desafíos y recomendaciones que se presentan en las áreas de:  prevención del delito de trata de personas, protección y asistencia integral a las víctimas, con particular énfasis en la situación de las mujeres, niños, niñas y adolescentes, incluyendo estrategias de cooperación internacional.

Prevención:

1. Las políticas públicas de prevención del delito deben ser multisectoriales e integrales, e incluir programas de incorporación laboral, y de acceso a la educación formal y vocacional de calidad para poblaciones en condiciones de vulnerabilidad frente a la trata. Asimismo, debe incorporarse en la currícula de formación de los sistemas educativos  -policiales, judiciales y diplomáticos- el abordaje integral del delito.

2. Se deben promover campañas de sensibilización y movilización ciudadana con la participación de actores no tradicionales, orientadas a educar a la población, a incrementar la denuncia y a dar a conocer los mecanismos de protección para víctimas y testigos.

3. Redes de apoyo familiar y comunitario deben ser creadas, como medio de prevención y contención de los factores de riesgo, así como de generación de “factores protectores”, actuando en articulación con los sistemas locales de protección y con las instituciones públicas.

Asistencia

4. De acuerdo con normas de DDHH, y tomando en consideración la voluntad de las víctimas, se deben brindar servicios apropiados a las mismas, quienes deberán ser acogidas en centros de protección y abrigo, con el financiamiento adecuado y servicios de apoyos integrales.
5. Las víctimas de trata de personas deben ser reconocidas y tratadas como tales. El reconocimiento adecuado de las víctimas es esencial para la prestación de servicios. Se debe suministrar asistencia independientemente de la falta de documentación o cooperación con las fuerzas del orden, por parte de las víctimas.

6. Se deben suministrar servicios para facilitar la reintegración social y/o la repatriación segura, a fin de evitar la revictimización, y crear redes para el apoyo comunitario y familiar para evitar el aislamiento de las víctimas.

Protección

7. Se debe contar con un sistema de protección integral (social y legal), para la restitución de los derechos de la víctima y la reparación del daño (garantía de no repetición, no re victimización, indemnización y reintegración social y familiar), sin la obligatoriedad de su colaboración en el proceso legal.

8. En los países de tránsito y destino, se debe proporcionar protección integral sin criminalizar a las víctimas (incluyendo su status legal).

9. Se deben impulsar e implementar leyes de protección a víctimas, testigos y otros participantes en el proceso legal, e incorporar dentro de las mismas la figura de coadyuvancia.

10. Dentro del sistema interamericano, se debe impulsar un convenio sobre reintegración local, repatriación y/o reasentamiento en un tercer país, que respete la libre elección, dignidad e integridad de la víctima, siempre y cuando el país de destino asegure las garantías de protección y asistencia exigidas por el protocolo de Palermo.

11. Un sistema de protección física debe ser implementado para los miembros de las organizaciones de la sociedad civil que trabajan en el tema de trata de personas.
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1.	Organizada conjuntamente con la República Oriental del Uruguay


� 	Fundación María de los Ángeles (Argentina), Bahamas Crisis Centre (The Bahamas), Business and Professional Women’s Club (Barbados), National Organization for the Prevention of Child Abuse and Neglect (NOPCAN) (Belize), Canadian Council for Refugees (Canadá),International Bureau for Children’s Rights (Canadá), Raíces (Chile), Fundación Esperanza (Colombia), Alianza por tus Derechos (Costa Rica), Fundación Paniamor (Costa Rica), Fundación Nuestros Jóvenes (Ecuador), CEMUJER (El Salvador), Asociación contra la Explotación Sexual, Trata, Pornografía y Turismos Sexuales (ECPAT-Guatemala), Help and Shelter (Guyana), Groupe d'Appui aux Rapatriés et Réfugiés (GARR) (Haití), Peoples Action for Community Transformation (Jamaica), Coalición Regional contra el Tráfico de Mujeres y Niñas en América Latina y el Caribe (CATW-LAC) (México), Save the Children-Nicaragua (Nicaragua), Asociación Quincho Barrilete (Nicaragua), SINERGICA (Paraguay), Florida Coalition against Human Trafficking (EE.UU.), Bilateral Safety Corridor Coalition (EE.UU.), Shared Hope International (EE.UU.), Open Society Institute (EE.UU.), AYUDA (EE.UU.) y Tahirih Justice Center (EE.UU.)









